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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 26 de octubre de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Pettigiani, Negri, Genoud, de Lázzari, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa B. 59.642 y su acumulada B. 60.975, "Baldi, Hugo Bautista contra Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social). Demanda contencioso administrativa".

A N T E C E D E N T E S

I. En la causa registrada bajo el número B. 59.642 el señor Hugo Bautista Baldi promueve demanda contencioso administrativa contra la Provincia de Buenos Aires, con el objeto de que se anulen las resoluciones del Instituto de Previsión Social 409.963 de fecha 13-XI-1997 y 420.115 de fecha 24-IX-1998. Mediante tales actos, en lo que al presente interesa, se reajustó su prestación previsional en base al adicional "gastos por función" (correspondiente al cargo de Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires), con efectos patrimoniales a partir del 4-II-1996.

Como consecuencia de la nulidad pretendida, solicita el reconocimiento de la bonificación antedicha por el período comprendido entre el día 18-XII-1987 y el día 3-II-1996, más actualización monetaria e intereses hasta el día del pago y costas.

Ofrece prueba y formula reserva del caso federal.

II. A su vez, en la causa B. 60.975 reclama la declaración de nulidad de las resoluciones del Instituto de Previsión Social 420.115 de fecha 29-IX-1998 y s/n de fecha 14-X-1999.

Impugna también la notificación personal del día 18-XI-1997 y solicita se retrotraigan los efectos del reconocimiento del adicional "gastos por función" al 18-XII-1987, con actualización monetaria e intereses hasta el día del pago, más costas.

Peticiona, asimismo, la unificación de ambas causas, ofrece prueba y formula reserva del caso federal.

III. Por resolución del Tribunal del 17-VIII-2002 (fs. 33) se acumulan ambos procesos y se ordena la notificación conjunta a la accionada.

IV. A fs. 35/45 se presenta la Fiscalía de Estado y contesta la demanda.

Expone su propia versión de los hechos, sostiene la improcedencia formal de la acción y, subsidiariamente, la legitimidad de los actos cuestionados.

Ofrece prueba y efectúa reserva del caso federal.

V. A fs. 47/49 el actor contesta el traslado de la objeción formal planteada por la demandada.

VI. Agregadas las actuaciones administrativas 2918-25.300/78 -en fotocopias- el cuaderno de prueba actora (fs. 56/74) y los alegatos de ambas partes (fs. 78/80 y 82, respectivamente), la causa queda en estado de dictar sentencia, por lo que se resuelve plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1ª) ¿Es fundada la oposición formal a la demanda?

   En caso negativo: 

2ª) ¿Es fundada la demanda?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. Relata el actor que luego de obtener su jubilación del I.P.S., reingresó a la actividad como Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires. Por tal motivo -conforme lo expresa- dio de baja la prestación previsional que percibía hasta ese momento.

Narra que el día 18-XII-1987, al cesar en su nueva labor, solicitó el reajuste de su beneficio jubilatorio. Petición que fue resuelta recién el día 13-XI-1997 mediante resolución 409.963. Y ello con una limitación en el reconocimiento del derecho, en tanto no se computaron los llamados "gastos por función".

Manifiesta que la notificación de esa decisión no cumplió con lo establecido en el art. 74 del decreto ley 9650/1980, dado que no se efectuó la transcripción que esa norma establece. De manera que -según señala- recién se notificó de aquel acto al efectuar su presentación del día 4-II-1998. A la cual, además, debió otorgársele el carácter de recurso de revocatoria contra el aludido acto administrativo.

Indica que dicha impugnación fue despachada mediante resolución 420.115/98, por la que se acogió parcialmente su pretensión, al reconocerle el adicional reclamado a partir del día 4-II-1996. Con ello -estima- quedó expedita la acción judicial.

Expresa que la resolución 409.963/97, al establecer que su jubilación debía liquidarse en base al 70% de la remuneración correspondiente al cargo de Director del Banco Provincia, llevaba implícito el adicional "gastos por función". Ello así -conforme lo entiende- pues el art. 40 del decreto ley 9650/1980 incluye a todos los adicionales y bonificaciones que revistan el carácter de habituales y regulares, y la naturaleza remuneratoria de la bonificación reclamada no se encuentra controvertida en la especie.

De modo que la falta de inclusión de ese concepto en la referida decisión importó su denegatoria implícita. Por ende -según concluye- debió transcribirse el texto del art. 74 del decreto ley 9650/1980 en el instrumento de notificación.

Añade, como corolario de lo anterior, que el escrito presentado el día 4-II-1998 debió considerarse como un recurso de revocatoria y que recién en ese momento operó la notificación del acto respectivo. Invoca a su favor el principio del informalismo que rige en la materia y remarca que el contenido de aquella petición traducía una clara disconformidad con lo resuelto el día 13-XI-1997.

En la nueva demanda reitera la necesidad de transcribir en la aludida notificación el texto del art. 74 del decreto ley 9650/1980, por cuanto existió una denegatoria implícita del suplemento peticionado, que afectó la movilidad de su haber.

Destaca que su pedido del día 4-II-1998 no fue valorado como un recurso de revocatoria por el Instituto Previsional, motivo por el cual impugnó la resolución 420.115/98. Y como ese cuestionamiento fue luego rechazado por la decisión s/n del 14-X-1999 promovió una nueva acción judicial.

Interpreta que la nulidad prevista en el citado art. 74 no depende del conocimiento del acto que pueda haber tenido el interesado, sino que se vincula con la posibilidad de recurrir las decisiones de la Administración y la oportunidad para hacerlo. De lo contrario -añade- la previsión legal no tendría razón de ser.

II. A su turno, la Fiscalía de Estado sostiene la validez de la notificación personal del 18-XI-1997, en tanto estima inaplicable el art. 74 del decreto ley 9650/1980 al caso de autos. Argumenta que esa previsión normativa sólo rige en la hipótesis de que la decisión a notificarse deniegue total o parcialmente el beneficio reclamado. Recaudo que no se verifica en el sub lite.

Añade que tampoco surge de la resolución 409.963 una denegatoria implícita de la prestación reclamada por la actora.

Manifiesta que esa decisión regularizó una situación fáctica anómala, puesto que desde el año 1988 el actor percibía los haberes en forma provisional. Entiende que la llamada desestimación implícita del beneficio "gastos por función" no es tal, toda vez que de las propias actuaciones administrativas se desprende que fue necesario un reclamo posterior, seguido de nuevos informes, para modificar la liquidación del monto jubilatorio.

A todo evento, refiere que, de existir alguna situación semejante, debe remontarse al año 1988 cuando se le dio el alta provisoria.

Considera que la notificación personal del día 18-XI-1997 reúne todos los requisitos de validez previstos en los arts. 62 y 63 del decreto ley 7647/1970. Agrega que el actor no alegó sobre esa cuestión en su escrito del 4-II-1998, sino que recién lo hizo en el mes de octubre de 1998 al recurrir la resolución 420.115.

En ese orden, también puntualiza que el accionante en la instancia administrativa, se notificó en forma personal de distintas resoluciones, sin que en esas ocasiones formulara alguna objeción en cuanto a la validez de tal procedimiento.

Finalmente, señala que la decisión 409.963 no puede ser revisada en esta instancia porque se encuentra firme. Inclusive si se tomase como fecha de notificación el día 4-II-1998, desde que el escrito presentado en esa fecha no reúne los requisitos mínimos para ser considerado un recurso. Y si, amén de ello, se le otorgara carácter impugnatorio, esa presentación resulta extemporánea.

III. En su responde de fs. 47/49, la parte actora se remite a lo expuesto en los escritos de demanda, invoca a su favor el principio del informalismo y sostiene que su presentación debe analizarse en el contexto de la conducta habitual de la demandada.

Expone que el Instituto emplea formularios tipo para las distintas presentaciones y que, incluso, estos escritos preimpresos son completados por el personal del Organismo en nombre de los interesados.

Refiere que no existe ningún formulario específico para recursos de revocatoria, y en ese marco debe asignarse tal carácter a su petición del día 4-II-1998.

Señala que la disconformidad planteada resulta tan clara que el propio Instituto la consideró como un pedido de revisión, sobre cuya base reajustó su prestación previsional. Invoca, en sustento de su planteo, doctrina de esta Corte y las previsiones de los arts. 14 bis de la Constitución nacional y 39 de la Carta provincial.

IV. De las actuaciones administrativas agregadas en fotocopia surgen los siguientes elementos de relevancia para la resolución del presente:

a. Mediante resolución 221.832 del 29-V-1978 se acordó al señor Baldi el beneficio de jubilación ordinaria a partir del día 28-III-1978 (fs. 14).

b. Con fecha 12-IX-1984 el aquí actor denunció su reingreso a la actividad en el cargo de Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires desde el 22-XII-1983 (fs. 22).

c. Finalizadas sus funciones en la referida entidad bancaria (conf. fs. 70 y 75), el accionante solicitó, el día 28-I-1988, el reajuste de su jubilación sobre la base del cargo de Director allí desempeñado (fs. 76/78).

d. En esa oportunidad, acompañó un informe del Banco de la Provincia de Buenos Aires, de fecha 13-I-1988, con el detalle de los haberes percibidos en esa Institución. En dicha constancia se incluyeron los rubros: remuneración básica, gastos de representación, adicional por dedicación exclusiva, aguinaldo, asignación especial remunerativa y compensación especial remunerativa (fs. 83/87).
e. En abril de 1988 el Instituto de Previsión dio el alta provisoria -código J33015013070, director del Banco de la Provincia- (fs. 94/96 y considerando segundo resolución 409.936 del 13-XI-1997 obrante a fs. 188).

f. El día 9-X-1997 el Departamento de Determinación de Haberes, División Adecuaciones y Altas del Organismo previsional informó que el señor Baldi percibía sus haberes conforme la remuneración del cargo de Director del Banco de la Provincia integrada por los rubros: sueldo básico, gastos de representación, bonificación decreto 1497/1993, bonifi-cación decreto 518/1993 y disposición permanente ley 10.944 (fs. 186).

g. Con fecha 13-XI-1997 se dictó la resolución 409.963 (fs. 188), por la cual se reajustó la jubilación del actor con los servicios prestados en el Banco Provincia, en base al 70% del cargo de Director, con 30 años de antigüedad, integrado por los rubros detallados a fs. 186 (art. 1°).

h. A fs. 189 obra constancia de la notificación personal del aquí actor del día 18-XI-1997. En ella se registró la fecha, el número de expediente y la mención de la entrega al interesado de una copia del acto respectivo.

i. El 4-II-1998 el señor Baldi presentó un reclamo en un formulario con el membrete del I.P.S. Allí se completó, en el espacio destinado al detalle de la solicitud, la frase "bonificac. por func." (fs. 191).
j. El Banco de la Provincia de Buenos Aires informó, el día 25-III-1998, que la remuneración que percibiría el actor de hallarse en actividad estaría integrada, entre otros, por el rubro "Gastos por Función" (fs. 195). Lo propio consta en el posterior informe de fecha 11-V-1998 (fs. 197).

k. En la comunicación suscripta por el Director de Determinación y Liquidación de Haberes del Instituto de Previsión, glosado a fs. 196, se puntualizó que, a propósito de la certificación extendida por ese Banco con fecha 25-III-1998, la remuneración del cargo de Director comprendía también el monto que esa entidad bancaria establecía en concepto de gastos por función. Circunstancia que se solicitó sea tenida en cuenta para futuras certifi-caciones dado el error que contenían las confeccionadas con anterioridad.

l. Previa intervención favorable de la Asesoría General de gobierno (fs. 203), la Contaduría General de la Provincia (fs. 206), la Fiscalía de Estado (fs. 208) y la Comisión de Prestaciones del I.P.S. (fs. 210), el Directorio de este último dictó la resolución 420.115, de fecha 24-IX-1998. Mediante ese acto se reajustó el haber previsional del señor Baldi en base al adicional "Gastos por función" a partir del día 4-II-1996. Y ello dada la fecha del reclamo y lo dispuesto por el art. 62, tercer párrafo del decreto ley 9650/1980 (fs. 211).

ll. Con fecha 23-X-1998 el interesado se presentó nuevamente ante el organismo previsional y solicitó que los efectos patrimoniales de la resolución 420.115/98 se retrotraigan al 18-XII-1987, por ser éste el día siguiente al del cese en el cargo de reingreso a la actividad (fs. 228/231).

m. Con la opinión adversa de la Asesoría General de Gobierno (fs. 242), la Fiscalía de Estado (fs. 244) y la Comisión de Prestaciones del I.P.S. (fs. 248/249), el Directorio de ese Instituto, el día 14-X-1999, rechazó el pedido del señor Baldi. En ese sentido, consideró que la pretensión de retrotraer los efectos patrimoniales de los adicionales del cargo regulatorio no resultaba oportuna, en tanto la cuestión ya había sido resuelta por la resolución 409.963 que se encontraba consentida (fs. 250).

V. i. Dado que la traba de la litis aconteció bajo la vigencia del anterior Código Contencioso Adminis-trativo (ley 2961), resulta oportuno recordar que este Tribunal declaró aplicables las disposiciones de la ley 12.008 -texto según ley 13.101- a las causas iniciadas antes del 15-XII-2003, en tanto resulten compatibles con la jurisdicción atribuida a esta Suprema Corte por el art. 215 2° parte de la Constitución provincial, con las excepciones previstas en el referido cuerpo legal (art. 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-, doct. causas B. 64.996, "Delbés", res. del 4-II-2004; B. 59.618 "Suarez", res. del 11-II-2004 y posteriores).

Sin perjuicio de ello, en atención a la oportunidad procesal en que fue formulada en autos la citada defensa, debe precisarse que esta Corte también puntualizó -con el objeto de dilucidar cuál es el momento adecuado para resolver las excepciones esgrimidas antes de que se produzca el referido cambio jurisprudencial y en el marco de la compatibilidad señalada- que éstas debían tramitar por la norma aplicable en ese momento -ley 2961- pues, si ello no aconteciera, se descolocaría indebidamente a la demandada en cuanto a las posiciones en el pleito (conf. doct. B. 63.451, "Bazzano Geovial S.R.L.", res. del 29-IX-2004; B. 57.268, "B.,J.", sent. del 22-VIII-2007).

A la luz de la citada doctrina corresponde determinar la procedencia de la oposición formal al progreso de la acción, en los términos del art. 35 inc. 1 ap "i" de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-.

ii. En su escrito de responde, la Fiscalía de Estado, luego de sostener que la notificación personal de la resolución 409.963/97 no adolece de vicio alguno que la torne anulable, objetó formalmente la demanda sobre la base de la firmeza (por falta de cuestionamiento oportuno) y consecuente irrevisabilidad de la mentada decisión adminis-trativa. Ello así -conforme lo asevera- desde que el interesado no opuso válidamente un remedio recursivo contra aquel acto estatal.

En tal sentido, argumentó, de un lado, que la presentación efectuada por el actor el día 4-II-1998 "(...) no reunía los requisitos mínimos exigidos por la legislación procedimental aplicable para ser tratado como un medio de impugnación".

Y, del otro, que el referido planteo resultaba extemporáneo, en virtud de que su interposición se produjo luego de vencido el plazo de 20 días fijado por la normativa específica.

En la contestación del traslado dispuesto por el Tribunal, elector, además de reiterar los argumentos desarrollados en sus escritos postulatorios en torno a la invalidez de la notificación del día 18-XI-1997, adujo que su planteo de fecha 4-II-1998 traslucía una clara disconformidad con lo resuelto por la Administración y que, por aplicación del principio de formalismo moderado, se imponía su tratamiento como un recurso de revocatoria.

Señaló, a su vez, que el propio Instituto previsional tuvo en cuenta esa disconformidad al considerar aquella manifestación como un recurso de revisión que derivó en el reajuste de su haber jubilatorio.

iii. Reseñado lo anterior -y más allá del examen de la validez de la notificación personal del día 18-XI-1997, como así también del eventual carácter impugnatorio de la presentación de fecha 4-II-1998-, resulta pertinente advertir que la invocación de la demandada acerca de la firmeza de la resolución 409.963/97 pierde entidad a la luz de la conducta desarrollada por el propio Instituto previsional luego de promovido aquel reclamo por el afiliado. Toda vez que frente al pedido de inclusión del adicional por función, el citado organismo, amén de omitir toda consideración sobre la irrevisabilidad de la decisión administrativa primigenia, sustanció el procedimiento hasta su finalización mediante el acto de reconocimiento del reajuste (aunque por un período más acotado del pretendido por el interesado).

En ese orden: se reactivó el expediente ya archivado (fs. 190); se requirieron informes y rectificaciones al Banco de la provincia de Buenos Aires (fs. 194 y 196), cuyas respuestas fueron oportunamente agregadas (fs. 195 y 197); se dio intervención a la Dirección Provincial de Personal (fs. 198/199); se giraron las actuaciones a los organismos de asesoramiento (fs. 202, 205 y 207), los cuales se pronunciaron sobre los aspectos substanciales del reclamo (fs. 203, 206 y 208); se hizo lo propio con la dependencia específica del I.P.S. (fs. 209) y, finalmente, se dictó el mentado acto administrativo (fs. 211).

Todo lo cual pone en evidencia que la Adminis-tración, al menos en este tramo del procedimiento, no sólo soslayó la consideración de los aspectos formales del pedido de reajuste formulado por el accionante, sino que le dio trámite y lo resolvió en cuanto a su procedencia material. Extremo que, por cierto, resta consistencia a su posterior oposición fundada en un supuesto consentimiento del acto originario y revela, del mismo modo, la ineficacia de las argumentaciones así expuestas en defensa de la legitimidad de la actuación estatal.

Mas sin perjuicio de ello, las circunstancias verificadas en autos, a tenor de la previsión contenida en el art. 75 del decreto ley 9650 (t.o. 1980), obstan el progreso de la objeción articulada aún en la hipótesis de que se entendiera que la resolución 409.963/97 adquirió firmeza.

En efecto, el citado art. 75 permite solicitar la reapertura del procedimiento no obstante que allí hubiera recaído resolución firme. Así, con excepción de los supuestos en los que el ordenamiento no habilita el replanteo, todo interesado o beneficiario puede intentar aquel reexamen de su pedimento, básicamente cuando corresponda relevar o determinar cuestiones fácticas (causa B. 61.601, "García", sent. del 28-V-2008).

A lo que se añade que la decisión de acudir analógicamente a la solución dada para la reapertura del procedimiento en un caso no contemplado resulta aceptable pues, en punto a decidir lo que es justo, importa un inexcusable cumplimiento de una necesidad hermenéutica, sobre todo en materia previsional donde el fin esencial de las normas es cubrir riesgos de subsistencia y ancianidad y donde debe procurarse, en cumplimiento de los principios y garantías de la Constitución nacional, soluciones que se adecuen a los propósitos perseguidos por la norma, prefiriéndose una interpretación que los favorezca y no la que los dificulta (conf. B. 60.635, "Pérez de Vargas", sent. del 2-IV-2003; y sus citas).

En el caso, y si bien el Instituto previsional no enmarcó expresamente el trámite administrativo en la previsión legal antes referida, el pedido del día 4-II-1998 -conforme se puntualizara- tuvo por efecto la reapertura de un procedimiento ya fenecido; y en el que, previa agregación de nuevas constancias que revelaron la inexactitud de las ponderadas originalmente, se dictó otro acto comprensivo de aspectos no incluidos en su antecedente (res. 420.115/98). El cual fue luego impugnado administrativa y judicialmente.

De manera que incluso en el supuesto alegado por la demandada (existencia de un acto administrativo firme) la suerte adversa de la objeción sub examine no se altera.

iv. Finalmente, a lo ya señalado estimo pertinente agregar que una solución diversa a la aquí propiciada se encontraría en pugna con la cláusula de la Constitución de la Provincia que garantiza el acceso a la jurisdicción (art. 15 de la constitución provincial).

De acuerdo con ella, en caso de duda debe definirse la cuestión a favor de la admisibilidad de la acción, siendo que la regla in dubio pro actione comporta un principio rector en materia contencioso administrativa (B. 51.979 y B. 51.981, ambas sents. del 21-VI-2000). Y, en tal sentido, ha de rechazarse toda hermenéutica que limite el acceso y cierre el camino a la jurisdicción, por tratarse de una garantía que se erige en uno de los pilares básicos del estado de derecho (conf. causas B. 51.837, sent. del 2-VI-1998, "Empresa Ing. Gustavo Serafín Marín"; B. 51.979 y B. 51.981, ambas sents. del 21-VI-2000; B. 53.836, "Cadegua", sent. del 21-III-2001; B. 57.700, "Montes de Oca", sent. del 10-IX-2003; B. 62.799, "Albornoz", sent. del 16-IX-2009; entre otras).

v. En definitiva, por los fundamentos hasta aquí expuestos, concluyo que corresponde desestimar la oposición a la admisibilidad de la demanda formulada por la accionada.

Voto, pues, por la negativa.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961; 78 inc. 3°, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Los señores jueces doctores Negri, Genoud y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la primera cuestión también por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

I. La parte actora pretende el reajuste de su haber previsional mediante el reconocimiento del adicional "gastos por función" por el período comprendido entre el 18-XII-1987 y el 3-II-1996, con más la actualización monetaria e intereses hasta el día del pago, y costas.

Expresa que la resolución 409.963/97, al reconocer que su jubilación debía liquidarse en base al 70% de la remuneración correspondiente al cargo de Director del Banco Provincia, llevaba implícito el adicional "gastos por función". Ello así -conforme lo entiende- pues el art. 40 del decreto ley 9650/1980 incluye a todos los adicionales y bonificaciones que revistan el carácter de habituales y regulares, y la naturaleza remuneratoria de la bonificación reclamada no se encuentra controvertida en la especie.

Manifiesta que la decisión 420.115/98, al rectificar la anterior 409.963/97, debe surtir efectos desde el momento en que lo hacía el acto modificado, esto es, a partir del 18-XII-1987.

Alega que no hubo inacción de su parte y, por tanto, no transcurrió el plazo de prescripción aplicable (dos años). Señala, en tal sentido, que por resultar nula la notificación de la citada resolución 409.963/97, el anoticiamiento de ese acto recién se verificó con su presentación de fecha 4-II-1998. Por ende, es ese momento el que debe considerarse a los fines del curso de la prescripción.

Agrega que aún en el supuesto de que se calificara su solicitud del 4-II-1998 como un simple reclamo la solución no varía, puesto que el término liberatorio habría comenzado a correr con la notificación del día 18-XI-1997, y su interrupción se produjo cuando se habían cumplido menos de tres meses.

Concluye que, de un modo u otro, no transcurrió el término legal de prescripción a favor del I.P.S. y por ello debe acogerse su pedido.

En la posterior demanda reitera su argumentación y subraya que si la resolución 420.115/98 rectificó la anterior 409.963/97, en cuanto incluyó al adicional por función, debió producir efectos a partir del mismo momento en que lo hacía la decisión corregida, es decir, al día siguiente del cese laboral.

II. Por su parte, la demandada sostiene la prescripción del reajuste reclamado al señalar que la interrupción de su curso recién se produjo con la petición del 4-II-1998.

Arguye que ese requerimiento y las actuaciones originadas en consecuencia eran indispensables para poder hacer lugar al reajuste, pues hasta ese momento no había resultado exigible. Estima que, por lo tanto, los créditos devengados se fueron prescribiendo de conformidad con lo normado en el art. 62 párrafo 3 del decreto ley 9650/1980.
Se opone a la interpretación expuesta por el demandante y asevera que, aún sin acto administrativo formal, el actor tenía conocimiento de la situación desde el año 1988, pese a lo cual no realizó ninguna manifestación. Alega que no puede escudarse en la falta de actividad formal de la Administración para sortear los efectos de la prescripción, cuando la causa de su operatividad radica en su propia conducta. Cita doctrina del Tribunal que considera favorable a su argumentación.

III. Sin perjuicio de la reseña de antecedentes administrativos efectuada en ocasión de analizar la primera cuestión, considero oportuno puntualizar los siguientes:

a. Finalizadas sus funciones en el Banco de la Provincia de Buenos Aires el accionante solicitó, el día 28-I-1988, el reajuste de su jubilación sobre la base del cargo de Director allí desempeñado (fs. 76/78).

b. En ese momento, acompañó un informe del Banco mencionado, de fecha 13-I-1988, con el detalle de los haberes percibidos en esa Institución. En dicha constancia se incluyeron los rubros: remuneración básica, gastos de representación, adicional por dedicación exclusiva, aguinaldo, asignación especial remunerativa y compensación especial remunerativa (fs. 83/87).

c. El día 9-X-1997 el Departamento de Determinación de Haberes, División Adecuaciones y Altas del Organismo previsional informó que el señor Baldi percibía sus haberes conforme la remuneración del cargo de Director del Banco Provincia integrada por los rubros: sueldo básico, gastos de representación, bonificación decreto 1497/1993, bonificación decreto 518/1993 y disposición permanente ley 10.944 (fs. 186).

d. La Comisión de Prestaciones del I.P.S. aconsejó readecuar la jubilación del actor con base en el cargo de Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires. Respecto del contenido de la remuneración, se remitió a la certificación del Departamento de Determinación de Haberes (fs. 187).

e. El 13-XI-1997 se dictó la resolución 409.963, mediante la cual se reajustó la jubilación de Baldi "sobre la base de los servicios traídos a cómputo", consignándose como cargo base del haber el de director del Banco de la Provincia, y con los rubros mencionados en las actuaciones (fs. 188). El interesado se notificó personalmente el día 18-XI-1997 (fs. 189).

f. El 4-II-1998 el señor Baldi presentó un reclamo en un formulario con el membrete del I.P.S. Allí se completó, en el espacio destinado al detalle de la solicitud, la frase "bonificac. por func." (fs. 191).

g. El Banco de la Provincia de Buenos Aires informó, el día 25-III-1998, que la remuneración que percibiría el actor de hallarse en actividad estaría integrada, entre otros, por el rubro "Gastos por Función" (fs. 195). Lo propio consta en el posterior informe de fecha 11-V-1998 (fs. 197).

h. En la comunicación suscripta por el Director de Determinación y Liquidación de Haberes del Instituto previsional, glosado a fs. 196, se puntualizó que, a propósito de la certificación extendida por ese Banco con fecha 25-III-1998, la remuneración del cargo de Director comprendía también el monto que esa entidad bancaria establecía en concepto de gastos por función. Circunstancia que se solicitó sea tenida en cuenta para futuras certifi-caciones dado el error que contenían las confeccionadas con anterioridad.

i. El 9-VI-1998 se expidió la Dirección General de Personal de la Provincia en sentido adverso al reconocimiento de la bonificación, por entender que ella no remunera la prestación de servicios sino que tiene por fin compensar gastos. Además, sostuvo que no era aplicable a la categoría de funcionarios a que pertenecía el actor (fs. 199).

j. La Asesoría de Gobierno dictaminó el 10-VIII-1998 y aconsejó el reconocimiento del adicional. Entendió que si reunía los requisitos del art. 40 del decreto ley 9650/1980 y se percibía durante la actividad, por la sola circunstancia del ejercicio del cargo, debía trasladarse a los pasivos (fs. 203).

k. La Contaduría General de la Provincia se pronunció el 28-VIII-1998 en sentido concordante con la Asesoría de Gobierno (fs. 206), al igual que la Fiscalía de Estado, que además aconsejó tener en cuenta el plazo de prescripción de dos años para practicar la liquidación (fs. 208).

l. El 22-IX-1998 la Comisión de Prestaciones del IPS propició el reconocimiento del beneficio, pero aconsejó practicar la liquidación a partir del 4-II-1996 por haber prescripto los períodos anteriores (fs. 210).

ll. Por resolución 420.115 del 24-IX-1998 se rectificó el monto del haber previsional del actor al adicionar la bonificación por función a partir del 4-II-1996 en virtud de lo dispuesto en el art. 62 del decreto ley 9650/1980 (fs. 211).

m. Con fecha 23-X-1998 el interesado se presentó nuevamente ante el organismo previsional y solicitó que los efectos patrimoniales de la resolución 420.115/98 se retrotraigan al 18-XII-1987, por ser éste el día siguiente al del cese en el cargo de reingreso a la actividad (fs. 228/231).

n. Llamada a intervenir, la Asesoría de Gobierno aconsejó el rechazo del recurso, por entender que la decisión respecto de los efectos del acto se encontraba firme, al no haber recurrido en tiempo la resolución anterior 409.963 (fs. 242).

ñ. De modo análogo se pronunció la Fiscalía de Estado (fs. 244).

o. La Comisión de Prestaciones del I.P.S. sugirió la denegación de la impugnación, toda vez que el organismo recién estuvo en condiciones de autorizar y liquidar el pago de la bonificación cuando ésta se pidió y acreditó en el expediente (fs. 248/249).

p. Por resolución s/n del 14-X-1999 el Directorio del Instituto previsional rechazó el pedido del señor Baldi. En ese sentido, consideró que la pretensión de retrotraer los efectos patrimoniales de los adicionales del cargo regulatorio no resultaba oportuna, en tanto la cuestión ya había sido resuelta por la resolución 409.963 que se encontraba consentida (fs. 250).

IV. Conforme han quedado expuestos los antecedentes de la causa, así como los argumentos en que cada una de las partes sustenta sus pretensiones, la cuestión a decidir se circunscribe a determinar cuál ha sido el acto interruptivo del curso de prescripción de los haberes previsionales.

i. En ese orden, y de modo preliminar, es menester recordar que la interrupción del curso de la prescripción liberatoria de haberes previsionales consiste, en líneas generales, en una manifestación de voluntad del titular del derecho -acreedor contra el cual está corriendo la prescripción- o en una manifestación de voluntad emanada del prescribiente -deudor- (conf. B. 58.497, "Strata", sent. del 16-V-2001; B. 60.126, "Lariguet", sent. del 18-XII-2002; B. 60.269, "González", sent. del 12-X-2005; Argañarás, Manuel J., "La prescripción extintiva", pág. 101).

Así ha sido regulada en el Código Civil (art. 3986 y conc.) y en el ámbito previsional. El art. 62 del decreto ley 9650/1980 que rige el caso, establece que "[p]rescribe al año la obligación de pagar los haberes jubilatorios y de pensión, inclusive los provenientes de reajustes devengados antes de la presentación de la solicitud del beneficio. Prescribe a los dos años la obligación de pagar los haberes devengados con posterioridad a la solicitud de la prestación. La presentación de la solicitud ante el Instituto de Previsión Social interrumpe el plazo de prescripción, siempre que al momento de formularse, el peticionario fuese acreedor a la prestación solicitada".

Y conforme la interpretación que este Tribunal ha hecho de la norma transcripta, cuando se trata de haberes devengados con posterioridad a la solicitud de la prestación el plazo de prescripción es el de dos años, previsto en el párrafo tercero del art. 62. La prescripción anual sólo rige en relación al pago de los haberes devengados con anterioridad a la solicitud del beneficio, pero no alcanza a las diferencias por reajuste de haberes relativos al beneficio ya acordado (B. 49.422, "Casalongue", "Acuerdos y Sentencias", 1986-IV, pág. 534; B. 50.361, "Pili", "Acuerdos y Sentencias", 1987-II, pág. 540; B. 51.057, "Bnoggi", "Acuerdos y Sentencias", 1990-I, pág. 787; B. 54.161, "Sequeira", "Acuerdos y Sentencias", 1994-III, pág. 693; B. 54.634, "Breccia", "Acuerdos y Sentencias", 1995-II, pág. 694 y, más recientemente, causas B. 53.871, "Tavella", sent. del 10-IX-1996; B. 55.753, "Massone", sent. del 30-IX-1997; B. 56.590, "Monti", sent. del 18-VIII-1998; B. 60.890, "Weber", sent. del 23-XI-2005, entre muchas otras).

ii. De manera que para evitar los efectos de la prescripción el interesado debe manifestar su voluntad de mantener activo el crédito y ser acreedor, en ese momento, de la prestación correspondiente. Todo ello antes del transcurso de los dos años consignados en el referido art. 62.

En tal sentido, la doctrina que emana de los precedentes del Tribunal ha sido particularmente amplia, en tanto ha considerado que cualquier acto que demuestre en forma auténtica que no hay abandono y sí intención y propósito de no perder el derecho a ejercitar resulta idóneo para la interrupción de la prescripción (doct. causas Ac. 44.606, "Leonelli", sent. del 10-XII-1991; B. 49.479, "Philipps", sent. del 11-VIII-1987; B. 52.325, "Elgue de Vizzolini", sent. del 16-VII-1991; B. 61.636, "Efrón", sent. del 9-X-2003; B. 62.622, "Vercellone", sent. del 3-XI-2004, entre muchas otras).

iii. Por otro lado, en lo concerniente al momento a partir del cual se inicia el cómputo del plazo de los dos años de la prescripción, esta Corte ha sostenido pacificamente que los efectos de un acto interruptivo de la prescripción duran mientras se mantenga la instancia administrativa, la que sólo decae por la existencia de una resolución firme y consentida o por declaración de caducidad. Y como el art. 127 del decreto ley 7647/1970 expresamente establece que quedan exceptuados los expedientes de previsión social, al no poderse declarar la caducidad en tales actuaciones, la prescripción interrumpida por el reclamo no puede comenzar a correr nuevamente mientras no quede consentida una decisión denegatoria (conf. doct. de las causas B. 55.828, "Boniffetto", sent. del 29-V-1997; B. 56.183, "Albarracín", sent. del 8-IX-1998; B. 57.871, "Perera", sent. del 21-VI-2000; B. 59.322, "Algeri", sent. del 9-V-2001; B. 59.045, "Garrido", sent. del 11-VII-2001; B. 59.202, “Bilbao”, sent. del 6-IX-2002; B. 61.718, "Krakobsky", sent. del 13-IX-2006; B. 60.882, "D´Angelo", sent. del 6-VI-2007, entre muchas otras).

iv. A la luz de las doctrinas reseñadas debe determinarse, en la especie, cuál fue la conducta del actor que produjo el efecto de enervar el cómputo de la prescripción.

De un lado, el accionante solicita el reconoci-miento del crédito desde el día siguiente al del cese en el cargo de Director del Banco de la Provincia (18-XII-1987).

Del otro, la demandada entiende que recién con la presentación del día 4-II-1998 el interesado interrumpió el curso de la prescripción, puesto que con anterioridad la diferencia allí reclamada no era exigible.

De acuerdo con los criterios jurisprudenciales antes enunciados, juzgo que los créditos reclamados en autos no se encuentran prescriptos, pues tanto el primigenio pedido de reajuste de la jubilación formulado el 28-I-1988, como el posterior escrito del 4-II-1998, interrumpieron el curso de la liberación del pago.

Nótese que el cese en los servicios objeto del reajuste se produjo el 18-XII-1987 y apenas un mes después el actor pidió al I.P.S. la readecuación de su prestación jubilatoria (28-I-1988). Oportunidad en la que manifestó su voluntad en tal sentido e interrumpió, por primera vez, la prescripción de sus créditos. Y el efecto interruptivo de aquella presentación se mantuvo durante todo el tiempo que insumió la tramitación del reclamo, esto es, hasta el dictado de la resolución 409.963 de fecha 13-XI-1997; sin que tal circunstancia quede enervada porque la demora en la decisión pueda haber obedecido, en parte, a causas no imputables al organismo demandado (conf. doct. causas B. 57.797, "Fieiras", sent. del 5-IV-2000; B. 60.530, "Rost de Díaz", sent. del 18-XII-2000; B. 61.445, "Gil", sent. del 24-VIII-2005; entre otras).

A partir de entonces se inició nuevamente el curso de la prescripción hasta su nueva interrupción por el requerimiento del afiliado del día 4-II-1998 (menos de tres meses después).

De manera que por efecto de sendas presentaciones, que guardan substancial identidad objetiva (conf. art. 40, decreto ley 9650/1980, t.o. 1994), no llegó a operarse, en el caso, el instituto en análisis.

v. Por lo demás, y conforme lo ha entendido el Tribunal, tampoco obsta la procedencia del reclamo la circunstancia de que al momento de producirse el organismo previsional se encuentre, o no, en condiciones de resolverlo favorablemente (conf. causas B. 56.183, "Albarracín", sent. de 8-IX-1998; B. 58.968, "Torcelli", sent. del 28-IX-1999, pub. en D.J.B.A., t. 157, pág. 191; B. 60.530, "Rost de Díaz", sent. del 18-XII-2002; B. 61.420, "Elizalde", sent. del 1-III-2006); en tanto el único recaudo contemplado por la norma legal es que el interesado sea efectivamente acreedor a la fecha de la solicitud (art. 62 in fine, decreto ley 9650/1980; conf. causa B. 63.482, "Muntian", sent. del 22-VI-2005).

En este sentido, si bien no es materia de controversia, considero relevante destacar que de los informes del Banco de la Provincia agregados a fs. 62/65 y 71/72 del presente expediente, se desprende que la bonificación por función es percibida por los Directores de la entidad desde enero de 1988, y el reclamo del actor se presentó el 28-I-1988 (ver fs. 76 del expte. administrativo).

vi. Por último, el principio de instrucción de oficio que rige el procedimiento administrativo impone a la autoridad la obligación de dirigir el trámite y ordenar que se practiquen todas las diligencias convenientes para el esclarecimiento de la verdad material, no pudiendo renunciar ni transferir esta carga (arts. 7, 48, 49 y 54, decreto ley 7647/1970; 73, decreto ley 9650/1980; conf. doct. causa B. 66.929, "Kook Weskott", sent. del 6-VII-2005; B. 60.411, "Ferraro", sent. del 4-III-2009).

En el presente caso el I.P.S. no procuró una información completa sobre los rubros comprendidos en la remuneración que le correspondería al actor de continuar en actividad en el Banco de la Provincia, sino hasta el 18-II-1998 (fs. 192 del expte. administrativo). De modo tal que no puede atribuirse al beneficiario, el perjuicio causado por el deficiente cumplimiento de las obligaciones de la Administración.

vii. En cuanto a la fecha a partir de cuándo corresponde reconocer el crédito reclamado, dado que los haberes de pasividad deben guardar una razonable proporción con la remuneración de los activos (arts. 14 bis, Const. nac.; 39 inc. 3, Const. prov.), y siendo que de la prueba producida en autos el adicional pretendido es otorgado desde enero de 1988 (fs. 62/65 y 71/72 de este expediente), corresponde hacer lugar a la pretensión a partir de ese momento y hasta el 3-II-1996 inclusive.

V. Sentado ello, corresponde tratar el pedido de actualización monetaria e intereses.

i. En relación al primer punto, los haberes devengados hasta el 31-III-1991 inclusive deberán ser repotenciados hasta esa fecha, desde que cada período es debido, de acuerdo con el índice de variación de precios al consumidor -nivel general- publicados por el I.N.D.E.C. (conf. causas Ac. 43.858, "Zgonc", sent. del 21-V-1991; B. 61.920, "Pecker", sent. del 15-XI-2005, entre muchas otras). Esta interpretación no varía luego de la derogación del art. 8 de la ley 23.928 por el art. 3 de la ley 25.561, toda vez que el principio nominalista que rige las obligaciones de dar sumas de dinero continúa teniendo vigencia a partir del 1 de abril de 1991.

Para los créditos devengados a partir del 1-IV-1991 no procede actualización alguna, pues resulta de aplicación al caso lo establecido en los arts. 7 y 10 de la ley 23.928 (t.a.). El Tribunal ha sostenido reiteradamente que de admitirse la "actualización", "reajuste" o "indexación" se quebrantaría la prohibición contenida en el art. 7 de la ley 23.928 (conf. Ac. 68.567, sent. del 27-IV-1999), doctrina plenamente aplicable en la especie en atención al mantenimiento de tal precepto luego del abandono de la paridad cambiaria dispuesta por la ley 25.561 (causas B. 49.193 bis, "Fabiano", res. del 2-X-2002; Ac. 88.502, "Latessa", sent. del 31-VIII-2005 y B. 64.606, "Di Benedetto", sent. del 3-IX-2008, entre otras).

En efecto: en la causa B. 49.193 bis citada, se han vertido conclusiones que me permito aquí reproducir: "La modificación introducida por la ley 25.561 a la ley 23.928 mantuvo la redacción del artículo 7° de ésta, en el que sólo cambió el término `australes´ por `pesos´, estableciendo que el deudor de una obligación de dar una suma determinada de pesos cumple su obligación dando el día de su vencimiento la cantidad nominalmente expresada y que en ningún caso se admitirá actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa, y además ratificó la derogación dispuesta por su artículo 10, con efecto a partir del 1° de abril de 1991, de todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autoricen la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios".

"Aún cuando es de público y notorio que se ha producido una acentuada depreciación de nuestra moneda, entiende este Tribunal que el acogimiento de una pretensión como la expuesta por el accionante, además de ser contraria a las normas referenciadas en el párrafo anterior -que justamente fueron dictadas con la finalidad de evitar el envilecimiento del signo monetario- no haría más que contribuir a ese proceso".

Asimismo, cabe referir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación mantuvo recientemente el criterio aquí propiciado al dictar sentencia en la causa "Massolo, Alberto José c/Transporte del Tejar S.A." (M.913.XXXIX, sent. del 20-IV-2010).

ii. Respecto de los intereses, a los créditos anteriores al 1-IV-1991 corresponde liquidarlos a una tasa anual del 6% hasta el 31-III-1991 inclusive desde que cada cantidad es debida (conf. causas "Zgonc" y "Pecker" citadas).
Además, al capital reajustado al 31-III-1991 y a las cantidades devengadas con posterioridad, se les agregará un interés calculado a la tasa que fije el Banco de la Provincia de Buenos Aires para sus depósitos a treinta días (tasa pasiva) (conf. doct. causas Ac. 88.502, sent. del 31-VIII-2005; B. 61.672, "Oyola", sent. del 17-IX-2008, entre otros), a partir del 1-IV-1991 en el primer caso y desde que cada suma es debida en el segundo, hasta el día del efectivo pago.

VI. Por los fundamentos expuestos, juzgo que debe hacerse lugar parcialmente a la demanda, anulando en lo pertinente los actos administrativos impugnados y condenando al Instituto de Previsión Social a reajustar el haber previsional del señor Hugo Bautista Baldi, incluyendo el adicional por función correspondiente al cargo de Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires a partir del 1-I-1988. Asimismo, deberán abonársele las diferencias devengadas por tal concepto durante el período comprendido entre el 1-I-1988 y el 3-II-1996 inclusive.

Todo ello con más la actualización monetaria y los intereses calculados de acuerdo con las pautas fijadas en el considerando V de la presente.

La cantidad que resulte de la liquidación que conforme las pautas indicadas se realice, deberá ser abonada dentro de los sesenta días de quedar firme la presente (arts. 163 y 215 de la Constitución provincial).

Con el alcance expresado, voto por la afirmativa.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Los señores jueces doctores Negri, Genoud y de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Pettigiani, votaron la segunda cuestión también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por las razones expuestas en el acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente a la demanda, anulando en lo pertinente los actos administrativos impugnados y condenando al Instituto de Previsión Social a reajustar el haber previsional del señor Hugo Bautista Baldi, incluyendo el adicional por función correspondiente al cargo de Director del Banco de la Provincia de Buenos Aires a partir del 1-I-1988.

Asimismo, deberán abonársele las diferencias devengadas por tal concepto durante el período comprendido entre el 1-I-1988 y el 3-II-1996 inclusive.

Todo ello con más la actualización monetaria y los intereses calculados de acuerdo con las pautas fijadas en el considerando V.

La cantidad que resulte de la liquidación que conforme las pautas indicadas se realice, deberá ser abonada dentro de los sesenta días de quedar firme la presente (arts. 163 y 215 de la Constitución provincial).

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3º ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

Difiérase la regulación de honorarios para la oportunidad en que quede firme la liquidación (art. 51, decreto ley 8904/1977).

Regístrese y notifíquese.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


HECTOR NEGRI
EDUARDO NESTOR DE LAZZARI


LUIS ESTEBAN GENOUD



JUAN JOSE MARTIARENA 



Secretario
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